












































































Anuario Internacional CIDOB 1999 
edición 2000 
Claves para interpretar la Política 
Exterior Española y las Relaciones 
Internacionales en 1999
 
Balance anual de la inmigración en España.
El año 1999 se inicia con la polémica en torno al acceso a la sanidad pública de los inmigrantes en situa-
ción irregular. A mediados de enero, la Fiscalía de Madrid denunció públicamente que el Insalud había
denegado la atención a doce hijos de inmigrantes indocumentados. Esta noticia provocó un efecto en ca-
dena en todo el Estado, apareciendo diferentes casos en donde se mostraban irregularidades en la aten-
ción a este colectivo. Las autoridades sanitarias se apresaron a corregir este hecho, anunciando que
extenderían la cobertura sanitaria mínima a todos los inmigrantes que se encuentren en España, indepen-
dientemente de su situación legal o administrativa. En febrero, en Cataluña se acordó reconocer el dere-
cho a la sanidad pública de los extranjeros menores y de las mujeres embarazadas sin residencia legal.
Hasta finales de año se concedieron 1.982 Tarjetas Sanitarias Individuales. En el mes de abril, un estudio
llevado a cabo por el Hospital de Mataró entre 1.300 africanos mostraba la existencia de un déficit de
salud entre la población inmigrante, especialmente entre aquéllos que se encuentran en situación irregular,
que sólo acuden al médico en caso de absoluta necesidad. En septiembre se confirma que el Insalud había
repartido más de 6.200 tarjetas sanitarias entre los hijos de inmigrantes indocumentados; un 76% de ellas
fueron repartidas en la Comunidad Autónoma de Madrid. Mientras, el Congreso de los Diputados acepta
a trámite, por unanimidad, las propuestas del PSOE y de IU para extender esa cobertura sanitaria a todos
los inmigrantes en España, petición que se incorporaría en el borrador de la nueva ley de extranjería.
Tal como salió públicamente a la luz en septiembre de 1998, la existencia de grupos de menores
magrebíes que malviven en las calles de las grandes capitales españolas pone en serias dificultades a las
administraciones públicas competentes en la materia, en cuanto a que sus estructuras de acogida no se
adecuan a esta nueva realidad. En el mes de febrero, la Dirección General de Atención a la Infancia del
Departamento de Justicia de la Generalitat de Cataluña reconoce tener dificultades para controlar a estos
menores indocumentados. Diferentes entidades cívicas de toda España critican la pasividad que muestran
las administraciones públicas, mientras su número aumenta progresivamente, calculándose que hasta el
mes de julio su presencia en Andalucía, Cataluña y Madrid había crecido un 37%. En julio, la propia
consellera de justicia de la Generalitat pide el cambio de la ley de extranjería para facilitar la residencia a
estos menores. En zonas como Ceuta, Melilla o Fuerteventura, el constante flujo de llegadas colapsa los
centros de acogida y provoca incidentes, como el asalto en noviembre a un centro de menores en
Fuerteventura. En ese mismo mes, un informe de la policía de Barcelona cuestiona la eficacia del plan de
ayuda a menores magrebíes, mientras que se realizan las primeras estimaciones de un flujo que no se
atenúa: los centros de acogida de la Comunidad Autónoma de Madrid han recibido un total de 450
menores marroquíes, mientras que en Andalucia su actividad ha aumentado un 400%, siendo acogidos un
total de 1.420 jóvenes.
A principios de año el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, al mismo tiempo que anuncia el contin-
gente de mano de obra para el año 1999, declara su disposición a controlar exhaustivamente las ofertas de
empleo para inmigrantes, para evitar los casos de fraude que se producen cada año. El contingente ascien-
de a 30.000, 2.000 más que el año anterior, y que se reparte en una proporción parecida a años anteriores:
un 61% será destinado al sector de servicios, un 30% para agricultura y ganadería, un 5% a la construcción,
y un 4% para otros sectores. Este año se incorporan una serie de novedades, como es el hecho de que los
ciudadanos de los cuatro países afectados por el huracán Mitch podrán venir a España si tienen un contrato
de trabajo, aunque se haya superado el cupo previsto. También, por primera vez, se pone en marcha un
programa de contratos temporales para labores de recolección en el campo, cuyo número dependerá de
las cosechas y de la respuesta del mercado nacional de trabajo.
En agosto, la publicación de un informe del departamento de estudios del BBV inaugura el debate sobre
la necesidad de aumentar el cupo de trabajadores extranjeros en nuestra sociedad. En este informe se
sugiere triplicar la entrada de esta mano de obra, hasta llegar a los 100.000 anuales, como forma para
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poder mantener el sistema de pensiones. En octubre, la Asociación Agraria de Jóvenes Agricultores
(ASAJA) afirma que en la agricultura hay un déficit de un millón de puestos de trabajo que pueden ser
cubiertos por inmigrantes. El Ministro de Trabajo, Manuel Pimentel, participa activamente en el debate,
afirmando que España necesita 45.000 extranjeros más para cubrir la demanda laboral. Los sindicatos
UGT y CCOO critican la afirmación de Pimentel, al considerar paradójico que el país de Europa con
más paro necesite trabajadores extranjeros. En plena discusión en materia de política de pesca con el
gobierno marroquí, se anuncia que se ha llegado a un acuerdo para facilitar la contratación temporal de
marroquíes para trabajar en el sector agrario. Por su parte, en diciembre, la patronal catalana CECOT
(Conferencia Empresarial Comarcal de Terrassa) denuncia las trabas existentes para importar mano de
obra inmigrante o contratar a residentes irregulares por parte de empresarios españoles.
Como cada año, los medios de comunicación informan del goteo incesante de inmigrantes que cruzan
de manera irregular las fronteras españolas. Si bien el principal punto de entrada sigue siendo el Es-
trecho de Gibraltar, Ceuta y Melilla, comienza a abrirse un nuevo flujo hacia las Canarias, en especial
Fuerteventura. En este año, se calcula que una de cada tres personas que ha cruzado la frontera de
forma irregular, lo ha hecho por Fuerteventura. En mayo comienza a ser desmantelado el campamento
de Calamocarro en Ceuta, enviando a sus residentes a otras regiones en la península. Paralelamente 
a ello, el Ministerio del Interior anuncia la inversión de 25.000 millones de pesetas para reforzar el
perímetro fronterizo en Ceuta y Melilla. En junio, el Senado propone desarrollar una campaña de infor-
mación en los medios de comunicación marroquies y españoles para informar de los riesgos de la in-
migración ilegal. Al final del período, y según datos del Ministerio del Interior, España devolvió a sus
países de origen a 23.840 inmigrantes, en su mayoría marroquíes.
En el apartado de incidentes racistas y xenófobos, se destacan ostensiblemente los sucesos acaecidos en
julio en el barrio de Ca n’Anglada en Terrassa (Barcelona), y que tuvieron su origen en una pelea entre
jóvenes. A la noche siguiente se produjeron serios incidentes durante una marcha vecinal en la que
participaron unas 1.300 personas, y en la que se atacaron locales asociativos, comercios y viviendas pro-
piedad de los marroquíes residentes en el barrio, siendo apuñalado de gravedad un joven marroquí. A
pesar de la presencia de fuerzas de la policía nacional, una segunda manifestación se celebró la noche
siguiente, en la que se apedrearon de nuevo comercios y viviendas habitadas por marroquíes y fueron
agredidos dos periodistas. Por un efecto dominó, la crisis de Terrassa se extiende a otras localidades
catalanas: los vecinos del barrio de La Farga, en Banyoles (Girona), recogen 300 firmas para pedir el cierre
de la mezquita africana. Pocos días más tarde, en esta misma localidad es incendiada una vivienda habitada
por africanos, mientras que un artefacto incendiario estalla ante la entrada de una mezquita en Girona. Las
investigaciones policiales condujeron a la detención de once personas en Terrassa. Todos estos actos
provocaron un rechazo social y político unánime, convocándose manifestaciones y actos de protesta que
no consiguieron una respuesta significativa por parte de la ciudadanía de Terrassa y otras localidades.
La tramitación de la reforma de la ley de extranjería va avanzando lentamente a lo largo del año, al
tiempo que se van filtrando poco a poco sus principales novedades. Se anuncia que su aprobación estará
acompañada de la apertura de un período extraordinario de regularización del que podrán beneficiarse
cerca de 65.000 inmigrantes que se calcula que residen en España en situación irregular. En julio la
ponencia encargada de recoger las modificaciones al borrador de la ley recibe el consenso de todos los
grupos políticos parlamentarios, por lo que se confirma el interés del Gobierno y de la oposición en
aprobar esta ley antes de fin de año. No obstante, la tramitación de la nueva ley se ve alterada ante el
cambio de parecer del Gobierno, que a partir del mes de octubre comienza a manifestar sus dudas ante
el alcance de la reforma propuesta. El coste de su aplicación, así como el efecto “llamada” que producirá,
son argumentos aducidos por el Gobierno para retrasar su aprobación hasta la siguiente legislatura, a
pesar de que la Mesa del Congreso de Diputados acordó tramitar con urgencia tal ley. Los socios de
Gobierno, Convergència i Unió –el principal grupo propulsor de la reforma- y coalición Canaria, no
respaldan las 112 enmiendas presentadas por el propio gobierno al borrador de la ley consensuado por
todos los partidos políticos, incluido el Partido Popular. Finalmente, el Congreso aprueba por amplia
mayoría la nueva Ley de Extranjería que el Gobierno rechazaba.
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RESIDENTES EXTRANJEROS SEGÚN NACIONALIDAD 
Y COM. AUTÓNOMA DE RESIDENCIA (1998)
Unión Europa Resto de América Resto de Norte Resto Asia Oceanía Apá-
Europea del Este Europa Latina América de África África tridas
ANDALUCÍA 49049 1501 52702 7493 3106 21466 4422 6502 195 84
ARAGÓN 2846 553 3467 2177 403 2936 1945 939 6 4
ASTURIAS 4168 989 5197 2182 406 289 236 314 11 47
BALEARES 29033 694 30707 3118 634 3643 658 1543 84 12
CANARIAS 44126 1037 47118 8687 569 3805 1333 7216 43 77
CANTABRIA 1397 162 1598 1383 237 206 125 343 18 0
CASTILLA-LA MANCHA 2092 629 2764 2479 165 4673 309 966 8 10
CASTILLA Y LEÓN 9470 1014 10593 3922 478 1840 1742 1479 18 41
CATALUÑA 37872 2802 43032 26770 2384 50698 9600 16056 215 48
COM. VALENCIANA 41253 2032 47489 5943 1151 9605 1586 4054 92 52
EXTREMADURA 2478 118 2621 742 82 5008 187 420 1 2
GALICIA 11595 410 12198 5585 829 1177 718 584 37 12
MADRID 35049 8057 44198 51143 5349 25089 4691 17113 206 281
MURCIA 3472 187 3775 1102 140 9490 671 550 2 1
NAVARRA 2652 190 2870 1494 173 1261 243 338 6 0
PAÍS VASCO 7980 682 8764 3453 866 2069 601 1164 66 12
LA RIOJA 724 69 804 548 28 1387 153 329 0 4
CEUTA 81 3 93 24 21 851 33 173 0 1
MELILLA 89 3 93 23 6 750 150 30 0 2
NO CONSTA 9833 174 10445 1660 245 3332 509 601 15 5
TOTAL 295259 21306 13963 129928 17272 149575 29912 60714 1023 695
% (TOTAL 719.647) 41,02 2,96 1,94 18,05 2,4 20,78 4,15 8,43 0,14 0,09
Fuente: Anuario estadístico de extranjería. Madrid: Comisión Interdepartamental de Extranjería, 1998  Elaboración: Fundació CIDOB
EVOLUCIÓN DEL PORCENTAJE DE RESIDENTES EXTRANJEROS 
EN ESPAÑA POR COMUNIDADES AUTÓNOMAS (1986-1998)
1986 1991 1996 1998
ANDALUCÍA 0,70 0,70 0,97 1,32
ARAGÓN 0,22 0,39 0,52 1,00
ASTURIAS 0,39 0,52 0,59 0,80
BALEARES 3,25 2,90 4,03 5,07
CANARIAS 2,34 2,33 3,50 4,22
CANTABRIA 0,26 0,33 0,58 0,74
CASTILLA-LA MANCHA 0,08 0,17 0,38 0,66
CASTILLA Y LEON 0,32 0,41 0,59 0,81
CATALUÑA 0,86 1,00 1,87 2,42
BARCELONA 0,85 1,13 1,82 2,23
GIRONA 1,44 2,13 3,43 4,63
LLEIDA 0,22 0,65 0,91 1,54
TARRAGONA 0,87 1,18 1,43 2,38
COM. VALENCIANA 1,13 1,23 1,49 1,73
EXTREMADURA 0,17 0,28 0,42 0,84
GALICIA 0,40 0,46 0,64 0,77
MADRID 1,04 1,64 2,21 2,90
MURCIA 0,21 0,60 0,72 1,41
NAVARRA 0,28 0,49 0,90 1,20
PAÍS VASCO 0,35 0,44 0,62 0,81
LA RIOJA 0,21 0,37 0,71 1,23
CEUTA -- -- 1,12 1,65
MELILLA -- -- 1,76 1,75
NO CONSTA -- -- -- --
TOTAL 0,75 0,92 1,38 1,80
Fuente: Anuario de Migraciones. Madrid: Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. Diversos años.   Elaboración: Fundació CIDOB
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1. Ley de Extranjería (1985)
2. Proceso de regulación (1991)
3. Inicio político de contingentes anuales (1993)
4. Plan de integración social de los inmigrantes (1994)
5. Reforma reglamento de extranjería (1996)
Fuente: Anuario estadístico de extranjería. Madrid: Comisión Interdepartamental de Extranjería, 1998     Elaboración: Fundació CIDOB
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EVOLUCIÓN DE LOS PRINCIPALES COLECTIVOS DE INMIGRANTES ECONÓMICOS EN ESPAÑA
(1993-1998)
Fuente: Anuario estadístico de extranjería. Madrid: Comisión Interdepartamental de Extranjería, 1998     Elaboración: Fundació CIDOB
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